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Resumen

En este artículo Iñaki Alonso expone la situación de incertidumbre que se crea ante nuevas figuras
tributarias al hilo de la futura concertación del Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes
Fortunas y el dilema sobre la forma de incorporación al Concierto del Gravamen temporal energético
aplicable a las personas o entidades que tengan la consideración de operador principal en los sectores
energéticos y del Gravamen temporal de entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito

Durante esta legislatura de las Cortes Generales, como ha sucedido en algunas otras anteriores, se ha procedido a la
creación de diversas figuras tributarias en el sistema tributario del Estado, tanto directas como indirectas, tributos con
vocación de permanencia en unos casos o con carácter inicialmente temporal en otros ante la situación económica generada
después del impacto primero de la pandemia de la COVID-19 y después de la guerra de Ucrania y la coyuntura generada en
relación al coste de las materias primas energéticas, las dificultades de las cadenas logísticas y de suministro y la elevada
inflación que están padeciendo la inmensa mayoría de las economías avanzadas.

El comienzo de la legislatura puso encima de la mesa la voluntad del Gobierno de coalición de aprobar un nuevo Impuesto
sobre las Transacciones Financieras, a la vista de que la propuesta de cooperación reforzada en el ámbito de la Unión Europea
en este ámbito no acababa de progresar en el ECOFIN desde que comenzara su andadura al principio de la década anterior de
este siglo XXI, y de un Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales a la espera de que se llegase también a un consenso
internacional sobre la manera de gravar a los grandes operadores de la economía digital, que todavía no ha sido posible llevar
a la práctica pese a que el 8 de octubre de 2021 se llegó a un acuerdo político de indudable relevancia en este sentido en el
seno del Marco Inclusivo del proyecto BEPS de la OCDE y el G20.

La propia OCDE exponía la importancia del acuerdo alcanzado en los siguientes términos: «El acuerdo histórico,
alcanzado por 136 países y jurisdicciones, que representan más del 90% del PIB mundial, también reasignará más de
125.000 millones de dólares estadounidenses de beneficios procedentes de alrededor de las 100 mayores y más rentables
empresas multinacionales a países de todo el mundo, lo que asegurará que dichas empresas paguen la parte equitativa de
impuestos que les corresponda, con independencia de donde lleven a cabo sus actividades y generen los beneficios.

Tras años de intensas negociaciones para adaptar el sistema fiscal internacional al siglo XXI, 136 jurisdicciones (de los
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Nuevos Impuesto especial sobre los envases de plástico
no reutilizables y sobre el depósito de residuos en
vertederos, la incineración y la coincineración de
residuos

140 miembros del Marco Inclusivo) han aprobado la Declaración sobre la solución de dos pilares para abordar los desafíos
fiscales derivados de la digitalización de la economía. Ésta renueva y formaliza el acuerdo político que en julio alcanzaron
los miembros del Marco Inclusivo sobre BEPS de la OCDE y el G-20 en relación a la profunda reforma de las normas
tributarias internacionales.

Habiéndose sumado Estonia, Hungría e Irlanda al acuerdo, éste cuenta ahora con el apoyo de todos los países miembros
de la OCDE y del G20. Cuatro países – Kenia, Nigeria, Pakistán y Sri Lanka – aún no se han sumado a la Declaración.

La solución basada en dos pilares será presentada a los ministros de Finanzas del G-20 en Washington DC, el 13 de
octubre, y posteriormente en la Cumbre del G-20 en Roma, a finales de octubre.

El acuerdo sobre el impuesto mínimo global no pretende eliminar la competencia fiscal, sino que establece limitaciones
pactadas multilateralmente, y generará una recaudación tributaria adicional, para los países, de unos 150.000 millones de
dólares estadounidenses. El Primer Pilar garantizará una distribución más justa entre países de los beneficios y derechos
de imposición relativos a las mayores y más rentables empresas multinacionales. De este modo, se reasignarán algunos
derechos de gravamen sobre las multinacionales desde sus países de origen hacia los mercados en los que estas empresas
realizan su actividad económica y obtienen beneficios, con independencia de si tienen o no presencia física en ellos. En
concreto, las empresas multinacionales cuyas ventas mundiales superen los 20.000 millones de euros y su rentabilidad
exceda del 10% —que pueden considerarse las más favorecidas por la globalización— estarán sometidas a las nuevas
normas, de modo que se reasignará a las jurisdicciones de mercado el 25% del beneficio que supere el umbral del 10%.

En el marco del Pilar Uno, se espera reasignar a estas jurisdicciones de mercado el derecho de imposición sobre más de
125.000 millones de dólares estadounidenses de beneficios anuales. Se espera que, en los países en desarrollo, el aumento
de la recaudación tributaria sea proporcionalmente mayor que en las economías más avanzadas, en relación con los
ingresos actuales.

El Segundo Pilar introduce un impuesto mínimo global sobre sociedades del 15%. El nuevo tipo impositivo mínimo se
aplicará a las empresas cuya cifra de negocios supere los 750 millones de euros, con lo que se calcula que generará una
recaudación tributaria adicional, en todo el mundo, de unos 150.000 millones de dólares estadounidenses anuales. Además,
los contribuyentes y las administraciones tributarias también se beneficiarán de la mayor estabilidad del sistema fiscal
internacional y del aumento de la seguridad jurídica en materia tributaria.»

El Pilar Uno de ese acuerdo es el que pretende sentar las bases de esa futura regulación internacional que permita gravar los
rendimientos de las empresas que operan en el mundo de la economía digital, garantizando que hay una conexión entre el lugar
donde se genera la actividad y el valor añadido de la misma y el lugar donde se pagan impuestos por esas actividades, pero a
día de hoy ni tan siquiera se han publicado los informes más detallados que la OCDE había prometido para el primer semestre
de 2022 para el desarrollo de ese Pilar Uno, con lo que la temporalidad del Impuesto sobre Determinados Servicios Digitales
será más larga de lo previsto.

Ambos impuestos fueron creados, respectivamente, por medio de la Ley 4/2020, de 15 de octubre, del Impuesto sobre
Determinados Servicios Digitales, y de la Ley 5/2020, de 15 de octubre, del Impuesto sobre las Transacciones Financieras,
publicadas ambas en el Boletín Oficial del Estado el 16 de octubre de 2020 y con fecha de entrada en vigor para el 16 de enero
de 2021.

Posteriormente, la Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economía circular, ha creado, con
entrada en vigor a partir del 1 de enero de 2023, el Impuesto especial sobre los envases de plástico no reutilizables y el
Impuesto sobre el depósito de residuos en vertederos, la incineración y la coincineración de residuos.

A su vez, la disposición final primera de la Ley 14/2022,
de 8 de julio, de modificación de la Ley 19/2013, de 9 de
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública
y buen gobierno, con el fin de regular las estadísticas de las
microempresas, pequeñas y medianas empresas (PYME) en
la contratación pública, ha dado nueva redacción al Impuesto
sobre Gases Fluorados de Efecto Invernadero, que se había

Revista Forum Fiscal, Nº 292, Diciembre de 2022, Editorial CISS

2 / 11



creado por la Ley 16/2013, de 29 de octubre, por la que se establecen determinadas medidas en materia de fiscalidad
medioambiental y se adoptan otras medidas tributarias y financieras, pero que ahora, con efectos a partir del 1 de septiembre
de 2022, se ha reformulado, modificando de manera sustancial los elementos personales de este gravamen y la definición de su
hecho imponible.

Por último, está siendo objeto de tramitación en las Cortes Generales en el momento de escribir este artículo la Proposición
de Ley para el establecimiento de gravámenes temporales energético y de entidades de crédito y establecimientos financieros
de crédito y por la que se crea el impuesto temporal de solidaridad de las grandes fortunas, y se modifican determinadas
normas tributarias, que va a introducir en el sistema tributario, en principio con carácter temporal y una duración prevista de
dos años, dos nuevas prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias, un Gravamen temporal energético aplicable
a las personas o entidades que tengan la consideración de operador principal en los sectores energéticos y un Gravamen
temporal de entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito, así como un nuevo Impuesto Temporal de
Solidaridad de las Grandes Fortunas, que se califica específicamente como complementario del Impuesto sobre el Patrimonio.

Estas tres últimas figuras se pretende que entren en vigor casi inmediatamente, ya que está prevista su aprobación por las
Cortes Generales este mes de diciembre y se pretende que generen recaudación en 2023 y 2024 con lo que, por ejemplo, el
Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas se pretende que se aplique al devengo del 31 de diciembre de
2022, pese a que estará publicado en el Boletín Oficial del Estado en los días previos al mismo.

Aunque podrían hacerse muchas observaciones y consideraciones jurídicas sobre las figuras tributarias creadas, la manera
en la que ha abordado su creación, poniendo de manifiesto lo curioso sobre que las tres últimas figuras hayan sido tramitadas
mediante una proposición de Ley presentada por el Grupo Parlamentario Socialista y por el Grupo Parlamentario Confederal
de Unidas Podemos-En Comú Podem-Galicia en Común, creo que lo más relevante que nos ocupa en este momento es cómo se
articula la creación de estas figuras con la competencia de los Territorios Históricos derivada del régimen de Concierto
Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco y, por lo tanto, con su aplicación en Euskadi y en Navarra (en virtud
del régimen de Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra).

Son siete figuras nuevas y la reformulación de una octava figura, todo ello en un plazo de menos de dos años, y con un
impacto relevante en el régimen de Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco y en el alcance de los
derechos históricos de los territorios forales.

Las dos primeras figuras tributarias, el Impuesto sobre las Transacciones Financieras y el Impuesto sobre Determinados
Servicios Digitales, fueron incorporadas al Concierto Económico tras el acuerdo alcanzado en la Comisión Mixta del
Concierto Económico celebrada el día 29 de julio de 2021, modificación que tardó varios meses en ser llevada al Parlamento
por parte del Gobierno del Estado y que no se publicaría en el Boletín Oficial del Estado hasta el 9 de febrero de 2022, cuando
se publicaba en el mismo la Ley 1/2022, de 8 de febrero, por la que se modifica la Ley 12/2002, de 23 de mayo, por la que se
aprueba el Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco.

Los nuevos impuestos creados por la Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economía
circular, así como la reformulación del Impuesto sobre los Gases Fluorados de Efecto Invernadero, también han sido
incorporados a la concertación por medio del acuerdo adoptado por la Comisión Mixta del Concierto Económico en la sesión
celebrada en Madrid el pasado 17 de noviembre de 2022, modificación que todavía no ha sido llevada a las Cortes Generales
por parte del Gobierno del Estado para completar el proceso de ratificación parlamentaria del acuerdo por medio de Ley
ordinaria, como establece el artículo 41 del Estatuto de Autonomía para el País Vasco, aprobado por medio de la Ley Orgánica
3/1979, de 18 de diciembre, y su posterior publicación en el Boletín Oficial del Estado.

En relación a la proposición de Ley que se está tramitando en las Cortes Generales y que crea dos nuevas prestaciones
patrimoniales de carácter público no tributarias y un nuevo impuesto temporal complementario del Impuesto sobre el
Patrimonio, estatal y no cedible a las Comunidades Autónomas de régimen común, todavía no ha sido aprobada la citada
proposición de Ley, pero es claro que hay una voluntad política prístina de una entrada en vigor cuasi inmediata, y tampoco se
ha convocado la correspondiente sesión de la Comisión Mixta del Concierto Económico para proceder a incorporar al
Concierto Económico los términos de la concertación de las mismas.

Lo cual, además, en este caso, plantea incógnitas

Revista Forum Fiscal, Nº 292, Diciembre de 2022, Editorial CISS

3 / 11



Dilema sobre la forma de incorporación al Concierto de
nuevas prestaciones patrimoniales de carácter público
no tributarias

adicionales, no tanto respecto al Impuesto Temporal de
Solidaridad de las Grandes Fortunas, que como todo
impuesto, está llamado a la concertación, salvo que
estuviéramos hablando de gravámenes a la importación en el
Impuesto sobre el Valor Añadido o en los Impuestos
Especiales, que no es el caso, sino por lo relativo al Gravamen temporal energético aplicable a las personas o entidades que
tengan la consideración de operador principal en los sectores energéticos y al Gravamen temporal de entidades de crédito y
establecimientos financieros de crédito, puesto que su configuración como prestaciones patrimoniales de carácter público no
tributarias nos enfrenta al dilema sobre la forma de su incorporación al régimen de Concierto Económico con la Comunidad
Autónoma del País Vasco o si la creación de estas «extrañas» figuras puede suponer algún tipo de vulneración de los derechos
históricos de los territorios forales amparados y respetados por la disposición adicional primera de la Constitución y
actualizados, en lo que al sistema tributario se refiere, en el artículo 41 del mencionado Estatuto de Autonomía para el País
Vasco.

Quizás conscientes de las dificultades adicionales de toda índole que eso plantea, y centrados en esta figura tan peculiar
porque entienden que puede ser menos vulnerable a los casi seguro recursos que los sectores afectados vayan a plantear, los
partidos proponentes de la Proposición de Ley han aceptado incorporar a la misma en el trámite del Congreso de los Diputados
una disposición adicional segunda, dedicada a los regímenes forales, que establece lo siguiente: «La participación de la
Comunidad Autónoma del País Vasco y de la Comunidad Foral de Navarra en lo dispuesto en esta Ley al respecto de los
gravámenes temporales energéticos y de entidades de crédito y establecimientos financieros de crédito se establecerá,
respectivamente, en la Comisión Mixta del Concierto Económico y en la Comisión Coordinadora del Convenio Económico,
en un plazo máximo de tres meses desde la entrada en vigor de esta Ley».

No se trata de la habitual cláusula de salvaguarda foral de todas las normas tributarias, porque no estamos hablando de
figuras tributarias en este caso, al menos, formalmente tal y como las ha configurado el Congreso de los Diputados, pero sí
reconoce dos elementos: que va a haber una participación de los territorios forales en estos dos gravámenes, aunque no se
especifica de qué tipo vaya a ser, con lo que parece lo más razonable pensar que se trate de la transferencia a las instituciones
forales de una parte de la recaudación obtenida por el Estado de esos gravámenes; y por otro lado, que esa participación se
determinará mediante el acuerdo entre ambas Administraciones en los órganos de relación previstos en el Concierto
Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco y en el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de
Navarra.

En todos estos casos se está poniendo de manifiesto, lo mismo que sucedió en 2012 y 2013, cuando el Gobierno del Partido
Popular aprobó la creación de otras siete u ocho figuras tributarias, los nuevos tributos medioambientales entre los que
destacaba por su importancia en los Territorios Históricos vascos el Impuesto sobre el Valor de la Producción de la Energía
Eléctrica, el Impuesto sobre Depósitos en Entidades de Crédito, el ya mencionado Impuesto sobre los Gases Fluorados de
Efecto Invernadero o el Impuesto sobre Actividades del Juego, la problemática que genera el tiempo que transcurre desde la
incorporación de una nueva figura tributaria al ordenamiento del Estado y la modificación del Concierto Económico con la
Comunidad Autónoma del País Vasco (y del Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra) para
incorporar al mismo los puntos de conexión precisos para una adecuada, coherente y segura coordinación entre los sistemas
tributarios de los Territorios Históricos y el sistema tributario vigente en territorio de régimen común.

Y el retraso en la incorporación al ordenamiento jurídico de las modificaciones del Concierto Económico genera
situaciones de inseguridad jurídica para los contribuyentes y anomalías en el funcionamiento del sistema tributario,
precisamente porque los términos del régimen de Concierto Económico no dependen de la concertación de cada figura
tributaria, que es un aspecto práctico importante, pero el reconocimiento de la competencia de las Haciendas Forales no deriva
de esa incorporación al Concierto Económico de los puntos de conexión sino que nace directamente de las normas
fundamentales integrantes del bloque de la constitucionalidad, la disposición adicional primera de la Constitución y el artículo
41 del Estatuto de Autonomía para el País Vasco.

En algunas de estas últimas modificaciones normativas del sistema tributario estatal para incorporar nuevas figuras
tributarias, como es el caso de las Leyes que crearon el Impuesto sobre las Transacciones Financieras y el Impuesto sobre
Determinados Servicios Digitales, o lo es ahora también en la proposición de Ley que se está tramitando en las Cortes
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Hay que arbitrar mecanismos en el propio Concierto
Económico para que pueda adaptarse su contenido a la
evolución del sistema tributario estatal

Generales en relación con el Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas, se han incluido disposiciones en la
redacción legal estableciendo un plazo de tres meses desde la entrada en vigor de las respectivas leyes para que se acordara en
la Comisión Mixta del Concierto Económico la adaptación del mismo a las nuevas figuras creadas.

Pero realmente, al menos, en lo que se refiere a los dos Impuestos creados en 2020, tal previsión devino totalmente ineficaz
porque no solamente no se reunió la Comisión Mixta del Concierto Económico antes del 16 de enero de 2021, como
determinaba la Ley de creación de ambos impuestos, sino que hubo que esperar al 29 de julio de 2021 para esa reunión y al 10
de febrero de 2022 para que entrara en vigor después de su publicación en el Boletín Oficial del Estado la Ley de
modificación del Concierto Económico, aunque también es cierto que desde un punto de vista formal las leyes de modificación
del Concierto Económico establecen siempre los términos de la concertación de forma retroactiva en estos casos, con
vinculación a la fecha de entrada en vigor del impuesto creado, en una suerte de arreglo a posteriori de la situación creada, lo
cual no solventa, en mi opinión, los problemas competenciales que se producen en el ínterin.

El retraso además en cumplir con la obligación de adecuación del Concierto Económico en el caso de la creación de nuevas
figuras tributarias por parte del Estado supone el incumplimiento de lo previsto en la disposición adicional segunda del propio
Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco, que establece que «cualquier modificación del presente
Concierto Económico se hará por el mismo procedimiento seguido para su aprobación», y lo que es más importante en el
punto que ahora nos ocupa, que «en el caso de que se produjese una reforma en el ordenamiento jurídico tributario del
Estado que afectase a la concertación de los tributos, se produjese una alteración en la distribución de las competencias
normativas que afecte al ámbito de la imposición indirecta o se crearan nuevas figuras tributarias o pagos a cuenta, se
procederá por ambas Administraciones, de común acuerdo, a la pertinente adaptación del presente Concierto Económico a
las modificaciones que hubiese experimentado el referido ordenamiento», concluyendo con el mandato de que «la
correspondiente adaptación del Concierto Económico deberá especificar sus efectos financieros».

Hay que tener presente que el contenido de la disposición adicional segunda del Concierto Económico tiene toda la lógica
jurídica si unimos, por un lado, la competencia general para mantener, establecer y regular el régimen tributario de los
Territorios Históricos (de la que sólo están excluidos los gravámenes a la importación en el Impuesto sobre el Valor Añadido y
en los Impuestos Especiales) (artículo 1.1 del Concierto Económico), y por otro, la necesidad de que los territorios forales
establezcan sus sistemas tributarios con atención a la estructura general impositiva del Estado (artículo 2.Uno.Segundo del
mismo Concierto Económico), lo que exige que se establezcan las normas pertinentes para que los Territorios Históricos
puedan desarrollar su competencia con respeto a ese principio de atención a la estructura general impositiva del Estado.

Como consecuencia del principio general de que los
Territorios Históricos deben atender a la estructura general
impositiva del Estado y de que el Concierto Económico con
la Comunidad Autónoma del País Vasco reconoce a las
instituciones forales la competencia para mantener,
establecer y regular su régimen tributario, con la única
excepción de los gravámenes a la importación en el Impuesto sobre el Valor Añadido y en los Impuestos Especiales, es
evidente que hay que arbitrar mecanismos en el propio Concierto Económico para que pueda adaptarse su contenido a la
evolución del sistema tributario estatal.

Ese principio general implica que cualquier nuevo impuesto que sea creado por el Estado, salvo que se encuentre en el
ámbito de los gravámenes a la importación mencionados, donde va a ser difícil la creación de nuevas figuras tributarias salvo
que se modifiquen igualmente las Directivas europeas de armonización tanto en el ámbito de los impuestos sobre el volumen de
negocios como en el de los impuestos sobre consumos específicos o accisas, en terminología de la Unión Europea, debe ser
objeto de concertación con los Territorios Históricos vascos (y con la Comunidad Foral de Navarra), por cuanto la
competencia para regularlo en el caso del País Vasco corresponde a las Juntas Generales y a las Diputaciones Forales.

Además el Estatuto de Autonomía y el propio Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco, establecen
que «la exacción, gestión, liquidación, recaudación e inspección de todos los impuestos, salvo los que se integran en la
Renta de Aduanas y los que actualmente se recaudan a través de Monopolios Fiscales, se efectuará, dentro de cada
Territorio Histórico, por las respectivas Diputaciones Forales, sin perjuicio de la colaboración con el Estado y su alta
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la esencia básica del Concierto Económico, la necesidad
de pacto entre las dos partes

inspección» (letra b) del apartado  2 del artículo 41 del Estatuto de Autonomía para el País Vasco).

Ello quiere decir que si el Estado crea un nuevo Impuesto, por prescripción estatutaria, las competencias de aplicación de
los tributos correspondientes a ese nuevo Impuesto en los Territorios Históricos de la Comunidad Autónoma del País Vasco
corresponden a sus Haciendas Forales, sin necesidad de que el Estado determine expresamente esa atribución en la norma de
creación del Impuesto de que se trate.

Prueba de ello es que todos los impuestos que crea el Estado incluyen la tradicional cláusula de salvaguarda foral en virtud
de la que su aplicación se entiende sin perjuicio del régimen de Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País
Vasco (y de Convenio Económico con la Comunidad Foral de Navarra).

Es más, hay que poner en valor que la cláusula de salvaguarda foral no determina que la aplicación de un impuesto en todo
el territorio del Estado lo sea sin perjuicio de lo dispuesto en el articulado del Concierto Económico, tal y como está
conceptuado en la Ley de aprobación del mismo, sino sin perjuicio de lo dispuesto en el régimen de Concierto Económico, y
ese régimen no se contiene solo en el propio texto del Concierto Económico, sino fundamental y primariamente en la
disposición adicional primera de la Constitución y en el artículo 41 del Estatuto de Autonomía del País Vasco, de donde, como
decíamos, nace directamente la competencia de los Territorios Históricos para la aplicación de todos los tributos en el ámbito
del País Vasco.

Pero siendo ciertos ambos principios, es también evidente que la adaptación del Concierto Económico es del todo punto
deseable en cada supuesto porque deben fijarse los puntos de conexión que permitan distribuir la competencia normativa y las
competencias de aplicación de los tributos entre las dos Administraciones, la común o la foral que corresponda en cada caso.

Éste es el contenido fundamental del Concierto Económico en su Capítulo I, dedicado a los tributos, establecer respecto a
cada impuesto qué Administración es la competente para establecer la normativa aplicable a cada contribuyente, ante cuál o
cuáles Administraciones deben cumplir sus obligaciones tributarias correspondientes a ese impuesto los contribuyentes del
mismo y cómo se determina a quién corresponde la inspección de aquéllos, en los supuestos en los que la exacción del
Impuesto se reconoce a varias Administraciones en las proporciones que correspondan.

Es evidente que todo nuevo impuesto nace con la vocación ineludible de ser concertado, porque la competencia para
regularlo y las competencias para los procedimientos de aplicación de los tributos en los Territorios Históricos vascos
corresponden a sus instituciones propias, tal y como se deduce de lo previsto en el Estatuto de Autonomía, pero es cierto
también que es necesario determinar qué hechos imponibles o qué contribuyentes son los que van a quedar sometidos a la
competencia de esas instituciones, y es preciso determinar igualmente si la competencia normativa de los Territorios
Históricos va a corresponderse con un modelo de tributo concertado de normativa autónoma o de tributo concertado de
normativa común.

En cualquier caso, no se permiten modificaciones unilaterales del Concierto Económico, ni tan siquiera invocando el
ejercicio de competencias propias por parte de las Administraciones afectadas, y por ello el propio Concierto Económico
establece que cualquier modificación del mismo debe seguir el procedimiento de acuerdo unánime en el seno de la Comisión
Mixta del Concierto Económico, de la que luego hablaremos en algo más de detalle, y posteriormente tramitación
parlamentaria ante las Cortes Generales para su incorporación al ordenamiento jurídico mediante una Ley ordinaria, como
establece igualmente el Estatuto de Gernika, si bien, mediante un procedimiento legislativo específico en el que el texto
acordado del Concierto Económico o de su modificación se tramita como un proyecto de ley de artículo único, que no permite
la presentación de enmiendas parciales y que solamente es sometido a un voto general de ratificación o rechazo por parte de
las Cortes.

Ésta es la esencia básica del Concierto Económico, la
necesidad de pacto entre las dos partes, la necesidad de
llegar a acuerdos porque ninguna de las partes puede imponer
a la otra su criterio, y este modelo de pacto es lo que da
verdadera carta de naturaleza al régimen de Concierto
Económico, lo que supone la imagen mínima de la foralidad cuya garantía institucional predicó el Tribunal Constitucional al
estudiar la Ley de Territorios Históricos.
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Ahora bien, la historia nos indica, y así sucedió una vez más en relación a los nuevos impuestos financieros y digitales y
está volviendo a suceder con los demás que estamos comentando en este artículo, que no siempre se produce la adaptación del
Concierto Económico a las innovaciones del sistema tributario estatal al ritmo que sería deseable tanto desde el punto de vista
del principio de lealtad institucional, como, sobre todo, desde la fundamental perspectiva del respeto al principio de seguridad
jurídica, garantizado en virtud de lo dispuesto en el artículo 9.3 de la Constitución.

Se contraponen en este punto dos visiones antagónicas: por una parte, la Administración del Estado entiende que en tanto no
se concierten los impuestos, resulta de aplicación en todo el Estado la normativa estatal y la competencia para la exacción de
los tributos corresponde a la Agencia Estatal de Administración Tributaria, pero obviamente este planteamiento choca
frontalmente con lo previsto en el artículo 41.2.b) del Estatuto de Autonomía, precepto que solamente podría verse modificado
por medio de su propia reforma o de una reforma constitucional, y por lo tanto, la legislación ordinaria u orgánica del Estado
no puede vulnerar su contenido.

La otra visión implica que los impuestos nuevos se consideran automáticamente como impuestos concertados y son los
Territorios Históricos los que pueden ejercer las competencias normativas y de aplicación de los tributos con carácter
inmediato, en consonancia con las previsiones estatutarias y con los principios de los artículos 1 a 3 del Concierto Económico,
puesto que la competencia normativa corresponde a los Territorios Históricos y también las de aplicación de los tributos.

En este punto, queda obviamente abierta la cuestión del alcance de las competencias normativas, donde podríamos hacer
una distinción entre impuestos directos e indirectos, ya que para los primeros no existe ninguna previsión genérica de
sometimiento a la normativa vigente en cada momento en el territorio de régimen común, mientras que para los impuestos
indirectos el artículo 35 del Concierto Económico establece un principio en virtud del cual las instituciones forales deben
regular de manera similar a la normativa estatal determinadas cuestiones como la definición del hecho imponible, normas
sustantivas, deducciones, etc.

Pero, en principio, ése no sería un obstáculo para el ejercicio de las competencias normativas de los Territorios Históricos,
puesto que es fácilmente incardinable en el esquema general de reparto de competencias la regulación de los nuevos impuestos,
sino que la cuestión fundamental, que no sólo afecta a la normativa sino también a las competencias de aplicación de los
tributos, es fijar los puntos de conexión que reparten los contribuyentes entre la competencia de las dos Administraciones, y
eso es algo que no pueden suplir ni los principios generales del Concierto Económico, ni, por supuesto, la actuación unilateral
de una de las Administraciones.

En la anterior ocasión que se produjo este retraso en la adaptación del Concierto Económico (2012), en el Territorio
Histórico de Bizkaia se aprobó el Decreto Foral Normativo 2/2013, de 26 de febrero, por el que se determina la aplicación de
nuevos impuestos en el Territorio Histórico de Bizkaia, que establecía la aplicación en el Territorio Histórico de Bizkaia de
los cinco impuestos creados en los meses anteriores por parte de las Cortes Generales, determinando provisionalmente y hasta
que fueran objeto de concertación en aplicación de lo dispuesto en la disposición adicional segunda del Concierto Económico
que la Diputación Foral de Bizkaia los exigiría conforme a la normativa vigente en territorio de régimen común, y marcando
además, y en este punto es en el que probablemente la Diputación Foral de Bizkaia dio un paso atrevido, a qué contribuyentes
se sometería a la competencia de la Hacienda Foral, partiendo de los elementos de determinación del hecho imponible de cada
uno de los impuestos.

El Presidente del Gobierno interpuso recurso ante el Tribunal Constitucional frente al mencionado Decreto Foral Normativo
defendiendo, en lo fundamental, que las instituciones forales no podían regular los nuevos impuestos hasta que no fueran objeto
de concertación, y que la competencia mientras tanto radicaría en la Administración del Estado, con evidente exceso
igualmente respecto al marco constitucional y estatutario al asumir una competencia que el Estatuto ha atribuido claramente a
los Territorios Históricos.

Aquel conflicto no llegó a resolverse por parte del Tribunal Constitucional ya que la Comisión Mixta del Concierto
Económico se reunió el 16 de enero de 2014 para acordar los puntos de conexión aplicables a los citados impuestos y dio
efectos retroactivos a los mismos, desapareciendo, por tanto, el objeto de la controversia, pero también es cierto que es un
imperativo la concertación en tiempo y forma de los nuevos impuestos que se creen por parte del Estado por todo lo que hemos
expuesto y por ser esencial para el adecuado funcionamiento del régimen de Concierto Económico.
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Ahora bien, aquella experiencia sirvió para poner de manifiesto algunos elementos que creo que son muy relevantes, porque
el recurso del Presidente del Gobierno contra el Decreto Foral Normativo 2/2013, de 26 de febrero, por el que se determina la
aplicación de nuevos impuestos en el Territorio Histórico de Bizkaia, necesitaba para su interposición ante el Tribunal
Constitucional, como es preceptivo, de un informe del Consejo de Estado, informe que contiene interesantes apreciaciones, de
todo punto interesantes para lo que estamos analizando.

Creo importante reseñar de forma preliminar que la propia exposición de motivos del Decreto Foral Normativo mencionado
ya establecía claramente después de citar las obligaciones que derivaban de lo dispuesto en la disposición adicional segunda
del Concierto Económico, que sin perjuicio de lo dispuesto en esa disposición, «y a la espera de que, por parte de ambas
administraciones, se proceda a la pertinente adaptación del Concierto Económico, la plena vigencia de los nuevos
impuestos a concertar, exige la adopción de las medidas normativas indispensables para su aplicación en el ámbito del
Territorio Histórico de Bizkaia».

En este sentido, el Decreto Foral Normativo, en cada uno de sus artículos, disponía la aplicación en el Territorio Histórico
de Bizkaia de cada uno de esos impuestos determinando con un criterio lógico en función del resto de previsiones del
Concierto Económico a qué contribuyentes resultaría de aplicación, pero también limitando el ámbito de actuación foral al
disponer que «mientras se procede a la concertación del Impuesto será de aplicación, con idénticos efectos, la normativa
contenida en el precepto mencionado», haciendo referencia  al artículo correspondiente de la Ley estatal de creación de cada
figura tributaria.

El dictamen del Consejo de Estado, como decía, para la interposición ante el Tribunal Constitucional por parte del
Presidente del Gobierno del recurso previsto en la disposición adicional quinta de su Ley Orgánica reguladora en relación a
ese Decreto Foral Normativo, contenía las siguientes afirmaciones:

«El caso que es objeto de consideración se corresponde precisamente con la previsión del apartado dos
transcrito y corresponde constatar que la actuación de la Diputación Foral de Bizkaia no se ha atenido a lo que la
disposición adicional prescribe en el sentido de contribuir a la adaptación del Convenio por mutuo acuerdo con
ocasión de la creación de nuevas figuras tributarias, sino que unilateralmente ha procedido a adoptar las medidas
normativas que ha entendido necesarias para su aplicación en ese Territorio Histórico por parte de sus órganos
forales. Desde este punto de vista, la actuación constituye una vulneración de los términos del CEPV porque la
regla de la adaptación con acuerdo mutuo que en él se formula no se acompaña de previsión alguna a cuyo amparo
puedan las Juntas Generales ni la Diputación Foral adoptar medidas unilaterales que realicen esa adaptación
aunque se haga de manera transitoria. Ni tal habilitación existe ni cabe aceptar la situación de hechos
consumados en la cual la adecuación consensuada del Convenio tendría que abordarse. En este sentido, puede
entenderse que el Decreto Foral supone una vulneración mediata del EAPV a través de la que tiene lugar respecto
del CEPV.

Dicho todo lo anterior y sin menoscabo de la conclusión alcanzada, corresponde constatar que la norma de
Bizkaia tiene un contenido que podría calificarse como de mínimos al introducir los impuestos estatales en su
territorio. Tal contenido consiste:

- En decidir que el impuesto es aplicable de manera acotada en el Territorio Histórico de Bizkaia. No parece
razonable suponer que las salvedades con relación a los regímenes de concierto de los territorios históricos
que las normas estatales creadoras de los tributos formulan tengan otro sentido que remitir a tales regímenes
los términos específicos en que vayan a aplicarse en ellos.

- En habilitar implícitamente la potestad de exacción de la Diputación Foral de Bizkaia con respecto a los
nuevos impuestos. Téngase presente que el artículo 41.2 del EAPV establece en su apartado b) que "la
exacción, gestión, liquidación, recaudación e inspección de todos los impuestos, salvo los que se integran en la
Renta de Aduanas y los que actualmente se recaudan a través de Monopolios Fiscales, se efectuará, dentro de
cada Territorio Histórico, por las respectivas Diputaciones Forales, sin perjuicio de la colaboración con el
Estado y su alta inspección".

Es decir, la atribución de las competencias referidas con relación a los tributos estatales no excepcionados
en el precepto transcrito viene producida por el propio EAPV. 
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- Disponer la aplicación de la normativa del Estado mientras se procede a la concertación del impuesto. Lo
cual no es sino trasladar al caso concreto de estos nuevos tributos el régimen establecido con carácter general
por el CEPV en su artículo 35 para los impuestos indirectos que no son objeto de regulación específica en el
propio Concierto: Los demás impuestos indirectos se regirán por los mismos principios básicos, normas
sustantivas, hechos imponibles, exenciones, devengos, bases, tipos, tarifas y deducciones que los establecidos
en cada momento por el Estado.

No obstante constatar que la normativa introducida por el Decreto Foral reduce el impacto de su regulación al
mínimo necesario para hacer efectiva la exacción de los tributos a cargo de la Diputación Foral, es lo cierto que
la norma opera esta innovación con unilateralidad y sin cumplir con las exigencias de convención y acuerdo que
el Concierto impone y, al hacerlo, produce reglas de alcance material evidente como lo son, además de la
introducción misma de dicha exacción por parte de la Administración foral, que esta se produzca sin haberse
fijado los efectos financieros que deben quedar establecidos conforme a la disposición adicional segunda del
CEPV y que se fije, también sin acuerdo, el punto de conexión que es imprescindible para que aquella exacción
tenga lugar y sea operativa. En todo ello, se percibe la existencia de bases para la impugnación.»

Es evidente que la situación producida en 2013 no era ideal desde ninguna de las perspectivas, pero también lo es, como
dice el Consejo de Estado, que la atribución competencial a los Territorios Históricos no deriva del acuerdo en la Comisión
Mixta del Concierto Económico, sino del propio artículo 41 del Estatuto de Autonomía, lo que en mi opinión implica la
posibilidad cierta de que si la Administración del Estado ejercita competencias de aplicación de los tributos en los Territorios
Históricos en relación con impuestos de nueva creación que no hayan sido objeto de acuerdo en la Comisión Mixta del
Concierto Económico todavía, estaría más que probablemente rozando un vicio radical de nulidad en sus actuaciones por ser
actos dictados por un órgano manifiestamente incompetente, pues es el artículo 41 del Estatuto el que ha atribuido
incondicionadamente esa competencia a las respectivas Diputaciones Forales.

También es cierto que en aquella ocasión, ante la inminencia de la aplicación de los citados nuevos impuestos, la
Diputación Foral de Bizkaia adoptó el Decreto Foral Normativo sin que se hubiera reunido todavía la Comisión Mixta del
Concierto Económico, y que probablemente la conclusión alcanzada por parte del Consejo de Estado podría ser diferente si el
Decreto Foral Normativo se hubiera aprobado una vez celebrada la Comisión Mixta pero antes de la aprobación por parte de
las Cortes Generales de la Ley de modificación del Concierto Económico derivada del citado acuerdo, lo cual no es sino un
trámite de incorporación al ordenamiento jurídico, sin posibilidad de enmienda, del acuerdo alcanzado, que el propio Consejo
de Estado recuerda que es el elemento esencial en el que se basa el régimen de Concierto Económico.

Ahora nos encontramos con impuestos que entran en vigor el 1 de enero de 2023, respecto de los que ya se ha celebrado una
Comisión Mixta del Concierto Económico que ha acordado los términos de su concertación, en particular, los puntos de
conexión adecuados a los citados gravámenes, por lo que desde mi punto de vista, y aunque no sería una situación ideal
tampoco desde el punto de vista jurídico, no habría obstáculo alguno para su regulación por parte de las instituciones forales
en la medida en que ya se ha dado cumplimiento a la parte esencial de lo dispuesto en la disposición adicional segunda del
Concierto Económico en este sentido.

Pero está claro también que respecto al Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas todavía no se dan esas
circunstancias, por lo que volvemos a encontrarnos en la misma situación vivida en 2013, y eso complica más la situación por
ser un impuesto que grava un hecho imponible que ya está contemplado en el Concierto Económico en el ámbito del Impuesto
sobre el Patrimonio, impuesto del que se declara complementario el nuevo tributo, que reconoce autonomía normativa plena
sobre aquel a los Territorios Históricos y fija su punto de conexión.

Si la Comisión Mixta del Concierto Económico que acordase la eventual concertación del nuevo impuesto se celebrase
antes del devengo del mismo, podríamos estar también en la misma situación descrita anteriormente respecto a los impuestos
creados por la mencionada Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economía circular.

Si no, estaremos abocados a un escenario de la máxima inseguridad jurídica, sobre todo, siendo también evidente la
avalancha de recursos judiciales de toda índole que se intuye que puedan presentarse en relación con el Impuesto Temporal de
Solidaridad de las Grandes Fortunas, que no deja de nacer como un intento artificioso de circunvenir el régimen de
financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y los términos de la cesión de los tributos del Estado a las

Revista Forum Fiscal, Nº 292, Diciembre de 2022, Editorial CISS

9 / 11



Hay que tener presente la Disposición Adicional Primera
de la Constitución

mismas que se encuentra en vigor de conformidad con lo dispuesto en el artículo 157 de la Constitución y en la Ley Orgánica
8/1980, de 9 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, del que los territorios forales no somos más que
una víctima propiciatoria más.

Recapitulando, por tanto, la cuestión, creo que hay que
tener presente que, conforme a la disposición adicional
primera de la Constitución y al artículo 41.2 del Estatuto de
A u t o n o m í a  p a r a  e l  P a í s  V a s c o ,  «las Instituciones
competentes de los Territorios Históricos podrán mantener,
establecer y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a la estructura general impositiva del
Estado, a las normas que para la coordinación, armonización fiscal y colaboración con el Estado se contengan en el propio
Concierto, y a las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas finalidades dentro de la Comunidad Autónoma» y que «la
exacción, gestión, liquidación, recaudación e inspección de todos los impuestos, salvo los que se integran en la Renta de
Aduanas y los que actualmente se recaudan a través de Monopolios Fiscales, se efectuará, dentro de cada Territorio
Histórico, por las respectivas Diputaciones Forales, sin perjuicio de la colaboración con el Estado y su alta inspección».

Es decir, el propio Estatuto de Autonomía ya dispone que las Diputaciones Forales son las instituciones competentes dentro
de cada Territorio Histórico para cobrar todos los impuestos, no sólo los que se hayan regulado ya por las Juntas Generales,
sino todos los impuestos del sistema tributario, lo cual incluye los nuevos impuestos creados por el Estado desde el momento
de su entrada en vigor, salvo que se trate de gravámenes a la importación en el Impuesto sobre el Valor Añadido y en los
Impuestos Especiales.

No es necesario esperar a que se acuerde una modificación del Concierto Económico para que las instituciones forales
tenga, por tanto, competencia para recaudar los nuevos impuestos en los Territorios Históricos, si bien es obligada la
adaptación del Concierto para poder establecer con la debida seguridad jurídica los puntos de conexión aplicables y el alcance
de las competencias normativas de los Territorios Históricos, pero la redacción del Estatuto quiere decir que la competencia
de los Territorios Históricos no nace de la modificación del Concierto, sino de la propia norma estatutaria. Por lo tanto, no está
tan claro tampoco, como decíamos, que el Estado pueda ejercitar las competencias de aplicación de los tributos en el País
Vasco antes de la concertación.

Sin perjuicio de que este sea el marco teórico, al menos, en mi opinión, creo que todos estaremos de acuerdo en que el
esquema ideal sería que se cree un impuesto estatal, que tenga un plazo de tiempo hasta que comiencen sus períodos de
liquidación, que en ese plazo se celebre la Comisión Mixta del Concierto Económico y se concierte el impuesto, se apruebe la
modificación del Concierto, se tramite ante las Cortes Generales y los Territorios Históricos aprueben su normativa, todo ello,
antes del primer devengo del Impuesto de forma que se garantice plenamente la seguridad jurídica de todos los contribuyentes
y también la operatividad de las Administraciones tributarias.

Pero también está claro, y eso nos dice la experiencia, y es evidente que se está volviendo a producir y se va a volver a
producir la situación de que esto no ocurre así, ya que es materialmente imposible que el acuerdo de la Comisión Mixta del
Concierto Económico de 17 de noviembre de 2022, incorporado a un proyecto de Ley, sea aprobado por las Cortes Generales
y publicado en el Boletín Oficial del Estado antes de fin de año, lo que sería preciso para que ese esquema se cumpliera en
relación con los impuestos creados por la Ley 7/2022, de 8 de abril, antes mencionada, y mucho menos posible sería respecto
al Impuesto Temporal de Solidaridad de las Grandes Fortunas, cuya aprobación como Ley todavía no se ha producido pero sí
se pretende que se devengue el 31 de diciembre de 2022.

En mi opinión, creo que sería conveniente incluir en la disposición adicional segunda del Concierto Económico unas
previsiones adicionales a las que ahora tiene, estableciendo unos puntos de conexión provisionales hasta que se cumplan sus
previsiones en su integridad en cada nueva figura tributaria que se cree pero que posibilite el cumplimiento de lo dispuesto en
el artículo 41 del Estatuto de Autonomía para el País Vasco y, como decía, que la actuación de todas las Administraciones
tributarias y de todos los contribuyentes tenga la máxima certeza jurídica.

Por lo tanto, todo lo expuesto me lleva a plantear la necesidad de modificar la redacción del apartado Dos de la disposición
adicional segunda del Concierto Económico para garantizar el pleno respeto a lo dispuesto en el artículo 41.2.a) y b) del
Estatuto de Autonomía para el País Vasco, estableciendo mecanismos para que la competencia de los Territorios Históricos,
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que deben ejercer de forma inmediata a la entrada en vigor de los nuevos impuestos que se incorporen al ordenamiento del
Estado de conformidad con lo dispuesto en el citado artículo 41.2.b) del Estatuto de Autonomía, y por lo tanto, determinando la
aplicación de puntos de conexión provisionales que podrían fijarse en función de la naturaleza del tributo de que se trate y de
las características de los contribuyentes llamados a satisfacerlos, evitando con esa aplicación provisional la demora en la
correcta aplicación de la atribución competencial establecida en las normas que forman parte del bloque d e  l a
constitucionalidad, los elementos de inseguridad jurídica que se derivan para los obligados tributarios y garantizando una
mayor eficiente gestión del sistema de Concierto Económico.

En este sentido, además de lo que ya dispone la disposición adicional segunda del Concierto Económico, creo que sería
adecuado disponer que desde la entrada en vigor de los nuevos tributos o pagos a cuenta, corresponde a las Diputaciones
Forales la exacción e inspección de los mismos y creo que siendo coherentes con lo previsto en el propio Concierto
Económico para los impuestos recogidos en el mismo, podrían distinguirse los siguientes supuestos:

a) Si se trata de un impuesto directo y el contribuyente es una persona física residente en territorio español, sería lógico
aplicar los criterios de la concertación previstos en el artículo 6 del Concierto Económico para el Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas, es decir, autonomía normativa foral y punto de conexión en función de la residencia habitual del
contribuyente.

b) Si se trata de un impuesto directo y el contribuyente es una entidad residente en territorio español o un establecimiento
permanente de una entidad no residente, sería lógico aplicar los criterios previstos para el Impuesto sobre Sociedades en el
artículo 15 del Concierto Económico, es decir, autonomía normativa foral y puntos de conexión en función del domicilio
fiscal y del volumen de operaciones del contribuyente.

c) Si se trata de un impuesto directo y el contribuyente es una persona o entidad no residente en territorio español que no
actúe en el mismo por mediación de establecimiento permanente, sería razonable atribuir la competencia a los territorios
forales provisionalmente en atención a si el domicilio fiscal del representante se encuentra en el País Vasco.

d) Si se trata de un impuesto indirecto y el contribuyente es sujeto pasivo del Impuesto sobre el Valor Añadido, lo más
razonable sería aplicar los criterios previstos para el Impuesto sobre el Valor Añadido en el artículo 27 del Concierto
Económico, que no incorporan autonomía normativa foral y establecen los puntos de conexión en función del domicilio
fiscal del contribuyente y de su volumen de operaciones.

e) Y en los demás supuestos, lo más razonable es acudir como punto de conexión residual para determinar l a
competencia de los Territorios Históricos a los supuestos en los que el contribuyente tenga su residencia habitual o
domicilio fiscal en el País Vasco.

Esta propuesta de lege ferenda probablemente no será bien vista desde la perspectiva  de la Administración del Estado,
pero me parece que es una propuesta muy equilibrada en la medida en que toma en consideración las reglas fundamentales que
presiden la concertación de los demás tributos que sí se incluyen ya en el Concierto Económico, serviría para prácticamente
cualquier figura tributaria nueva, tiene una vocación de resolver la situación de incertidumbre que se crea en los primeros
compases de la aplicación de las nuevas figuras tributarias y, sobre todo, garantiza la aplicación de lo dispuesto en el artículo
41 del Estatuto de Autonomía para el País Vasco.

Es más, probablemente sería un acicate para acelerar los procesos de negociación para la concertación de las nuevas
figuras tributarias y, sin duda, contribuiría a que no se repitan episodios como los que hemos vivido y los que estamos
viviendo, y a garantizar la seguridad jurídica de los contribuyentes, piedra angular de cualquier sistema tributario, pero
también la garantía de que los actos administrativos dictados por las distintas Haciendas no tendrían problemas de
competencia en ningún momento.

Esperemos que en algún momento se pueda abordar una modificación de estas características porque sería muy positivo
para la estabilidad, certeza y seguridad jurídica no solo del Concierto Económico con la Comunidad Autónoma del País Vasco
o del Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra, sino también del resto del sistema tributario de
territorio de régimen común.
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